
La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. 
En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En este sentido, conforme a lo establecido 
en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la siguiente versión pública.







En consecuencia, la petición fonnulada por el servidor público denunciado relativa a la inadmisibilidad de la denuncia fue declarada sin lugar. 6. Mediante resolución relacionada en el párrafo que antecede (fs. 37 al 39), confom,e a lo prescrito en el articulo 21 número 1) de la LEO, el Tribunal abrió a prueba el presente procedimiento, témiino durante el cual los intervinientes presentaron prueba documental y testimonial, según se detaJlará en esta resolución, la cual consta agregada al presente expediente. 7. En la resolución de continuación pronunciada a las 8 horas con 50 minutos del día I O de marzo de 2011 (fs. 716), este Tribunal resolvió, entre otros, soLicitar, mediante oficio, a la Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, que remitiera dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la notificación del requerimiento respectivo lo siguiente: a) informe en el que se explicara si la asignación de los vehicuJos placas N-13827 y N-11135 aJ señor Julio César Maraver, quien se desempeña como motorista del Centro Judicial Integrado de Derecho Privado y Social en la Coordinación General de la Corte Suprema de Justicia, fue permanente o en razón de las misiones oficiales encomendadas en las fechas comprendidas de abril a diciembre de 2009 y el 18 de junio de 201 O; b) Copia certificada del acta, acuerdo, resolución, acto administrativo o documento mediante el cual se le asignó el vehículo placas -13827 durante el periodo comprendido de abril a diciembre de 2009 y N-11135 el día 18 de junio de 20 I O; y, e) Copia certificada de la normativa aplicable (manuales, circulares, instructivos, etc.) que regula el manejo y uso de los vehículos en ]a Corte Suprema de Justicia y las responsabilidades de los motoristas. 8. El requerimiento antes relacionado se tuvo por cumplido en la resolución de las 9 horas con 55 minutos del día l de abril de 2011 (fs. 817). En este punto conviene analizar y valorar en su conjunto las pruebas que obran en el procedimiento. 
Descripción, valoración de la prueba y fijación de los hechos probados. Es conveniente explicar que el derecho a la ''presunción de inocencia" contemplado en el artículo 12 de la Constitución de la República tiene plena validez y aplicación en el ámbito administrativo sancionador, pues constituye un derecho subjetivo público fundamental del que son titulares los sujetos pasivos del procedimiento, mediante el cual se les confiere el derecho a ser considerados inocentes mientras no quede demostrada su culpabilidad. En los mismos términos el artículo 21 numeral 5 de la Ley de Ética Gubernamental determina que durante la investigación el Tribunal garantizará la legalidad del proceso en toda su extensión y la presunción de inocencia del funcionario o empleado, hasta que se resuelva sí ha lugar la responsabilidad. Es así que al igual que ocurre en el proceso penal, dicho derecho presenta su máxima expresión en el tema de la prueba, pues para desvirtuar la presunción de inocencia de que goza 
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toda persona sometida a un proceso o procedimiento, debe existir prueba en sentido objetivo y 

la misma debe estar rodeada de todas las garantías legales. Según la estructura y naturaleza 

del proceso o procedimiento de que se trate, es al denunciante a quién le corresponde probar las 

imputaciones hechas en contra de una persona y al denunciado desvanecerlas, sin perjuicio de 

cierta facultad conferida a la Administración de ordenar prueba para mejor proveer. 

En el caso del Tribunal de Ética Gubernamental, de confom1idad al artículo 60 del 

Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental, el Tribunal cuenta con la facultad de ordenar 

prueba complementaria. 

En los anteriores términos, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte 

Suprema de Justicia avaló en reciente jurisprudencia los argumentos del Tribunal en el sentido 

de que la fase probatoria del proceso se convierte en una comunidad de esfuerzos, ya que en el 

campo del derecho procesal administrativo destaca la insoslayable presencia del interés 

público. 

Al respecto, la Sala señaló que "la interpretación de la autoridad administrativa 

(Tribunal de Ética Gubernamental) es válida, en el sentido de que en el derecho procesal 

administrativo destaca la presenci(l del interés público, entendido como el conjunto de normas 

que rigen a la actividad y 01ganización del Estado, como así mismo las relaciones entre los 

particulares [el demandante} y el Estado [autoridad demandada}, en cuanto éste actúa como 

poder soberano". Resolución definitiva Ref. 12-ioos, pronunciada por la Sala de lo 

Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, a 1as diez horas con quince 

minutos del día cuatro de mayo de dos mil diez. 

Por lo anterior, en la decisión final es elemental el juicio de hecho, que consiste en la 

determinación de los hechos que van a ser calificados jurídicamente en el juicio de derecho. Es 

decir, si nos movemos en la idea de la subsunción, con el fundamento de los hechos se trataría 

de determinar la premisa menor del silogismo. 

El juicio sobre los hechos se compone de tres fases principales: la presentación de los 

hechos, la actividad probatoria y la fijación de los hechos. 

a) Presentación de los hechos. 

La presentación de los hechos se trata, en esencia, de los hechos alegados por las partes, 

pero que están sujetos a comprobación, los cuales como es lógico no son empíricamente 

evidentes para quien decide, por lo que debe llevarse a cabo toda una actividad probatoiia. 

Los hechos presentados o enunciados, una vez valoradas todas las pruebas aportadas por 

las partes, no siempre coinciden con los hechos probados. Sobre estos últimos es sobre los que 

recae el juicio de derecho o análisis normativo. 

b) Actividad probatoria. 

A continuación, este Tribunal procede a señalar uno a uno los medios probatorios, lo 

que no necesariamente conlleva a expresar una relación detallada de todos ellos, sino el 
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102, 199 al 202, 207 al 209, 284 al 293, 297 al 3 13, 320 al 331 ,  747 al 757 frente, 760 al 767 y 774 al 777). 4) Entre las fechas en las que se revela la disconformidad señalada destacan el 24 y 29 de abril, el 29 de mayo, el 5 de junio, el 24 de julio, el 4 de septiembre, el 29 de octubre, el 13 de noviembre y el I O de diciembre, todas ellas del año 2009 (fs. 7 al 16, 46 al 59, 73 al 84, 88 al 102, 199 al 202, 207 al 209, 284 al 293 y 297 al 313, 320 al 331, 747 al 757 frente, 760 al 767 y 774 al 777). 5) El día 18 de junio de 20 l O el vehículo placas N-11135 estuvo asignado al señor Maraver (fs. 25, 686 y 780). 6) El 18 de junio de 2010 la licenciada Rosicela Guadalupe Rivas de Perdomo realizó una misión oficial en compañía del señor Julio César Maraver (fs. 26 al 27 y 714 al 715). 7) El día 18 de junio de 201 O la licenciada Rosicela Guadalupe Rivas de Perdomo reportó como hora de regreso de la misión las 2: 15 p.m., mientras que el señor Julio César Maraver registró en tal concepto las 16:00 horas (fs. 25 al 27, 686 y 714 al 715). 8) El 18 de junio de 2010 el vehfculo placas N-11135 ingresó al parqueo de la Corte Suprema de Justicia designado para su resguardo una hora cuarenta y cinco minutos después de haber finalizado la misión oficial (fs. 25 al 27, 686 y 7 1 4  al 715). 9) El Órgano Judicial y la Corte Suprema de Justicia cuentan con un Instructivo para el Uso de Vehículos y Control de Combustible del Órgano Judicial y la Corte Suprema de Justicia, el cual determina que su cumplimiento es obligatorio para los servidores públicos a quienes se les asigne un equipo automotriz, por ejemplo los motoristas, ya sea para uso de las Dependencias o en los casos de asignación personal en el cumplimiento de sus funciones y de la Unidad de Organización de su ubicación laboral (fs. 786). 1 O) Los vehículos deben ser utilizados exclusivamente para el desarrollo de las actividad es, y al terminar la jornada laboral deberán quedar resguardados en el lugar que la CSJ designe (fs. 789 y 791). 11) Una vez finalizadas las labores, es obligación de los servidores públicos resguardar en las sedes o donde la Gerencia General de Administración y Finanzas lo determine, a efecto de protegerlo de actos vandálicos o donde puedan causarle daño alguno (fs. 791 ). 12) Se prohíbe a los motoristas utilizar los vehículos para actividades al margen de la ley o sin relación a su rol de trabajo, así como hacer uso del vehículo o unidad de transporte sin la autorización del Jefe de la Dependencia a la cual está asignado el mismo (fs. 796). 
U. FUNDAMENTOS DE DERECHO En esta fase de análisis corresponde por parte del Tribunal calificar jurídicamente los hechos fijados probatoriamente, examinándolos de manera jurídica hasta llegar a la resolución del caso planteado, lo que sólo se puede hacer partiendo de los hechos probados. 
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La exposición del derecho aplicable no se satisface con la mera enunciación del tipo administrativo sancionador, sino que es necesario que se interpreten los preceptos para conocer cuáles han sido las razones de su aplicación. Antes de analizar si con los hechos probados hubo una transgresión a la norma contenida en la letra h) del artículo 6 de la Ley de Ética Gubernamental, calificada de forma provisional, es necesario hacer algunas consideraciones previas: 
l. Competencia. Como derivación del principio de legalidad establecido en el inciso tercero del artículo 86 de la Constitución, en virtud del cual "Los funcionarios del Gobierno son delegados del pueblo y no tienen más facultades que las que expresamente les da la ley", toda actuación de la Administración pública debe sujetarse al ejercicio de una competencia previamente atribuida por el ordenamiento jurídico. Manuel María Diez define la competencia como el "conjunto de atribuciones, poderes o facultades que le corresponden a un órgano en relación con los demás" (Manual de Derecho 

Administrativo, p. 123). Entre las potestades que puede atribuirse a los entes administrativos destaca la denominada potestad sancionadora de la Administración pública, reconocida por el artículo 14 de la Constitución, según el cual ''la autoridad administrativa podrá sancionar, mediante resolución o sentencia y previo el debido proceso, las contravenciones a las leyes, reglamentos u ordenanzas". Esta potestad ha sido defnida por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia como "aquélla que le compete para imponer correcciones a los ciudadanos o administrados, por actos de éstos contrarios al ordenamiento jurídico" (sentencia 

pronunciada en el proceso ref 183-M-2000, el 31/111/2004). En general, la potestad sancionadora administrativa tiene una doble manifestación, externa e interna. Externamente, la Administración está facultada para aplicar un régimen de sanciones a los particulares que infrinjan el ordenamiento jurídico. Al interior de los órganos administrativos, éstos detentan en términos generales una potestad disciplinaria sobre los agentes que se hallan integrados en su organización. Para el caso específico de este Tribunal, la LEG le ha otorgado una competencia administrativo sancionadora que se limita al conocimiento de hechos planteados como vulneraciones a los deberes éticos o a las prohibiciones éticas contempladas en los artículos 5 y 6 de la misma Ley, por parte de uno o varios servidores públicos, que hayan ocurrido a partir del día I de julio de 2006, fecha en la que dicho cuerpo normativo entró en vigencia o que tengan permanencia en el tiempo (artículos 1, 2, 18 y 40 de la LEG). Además, no debe olvidarse que la potestad sancionatoria del Tribunal de Ética Gubernamental persigue una finalidad que es 
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ello, cabe mencionar que en el Derecho Administrativo sancionador ha de diferenciarse entre las sanciones cuyos efectos operan ad intra de la Administración, y aquéllas que tengan un destinatario externo. Estas últimas persiguen un interés social y están destinadas al común de los administrados; las primeras, en cambio, atañen a la potestad disciplinaria que la Administración ejerce normalmente sobre los agentes que están integrados en su organización. Por ende, en virtud de la competencia de este Tribunal, el objeto de la presente resolución definitiva consistirá en determinar si el señor Julio César Maraver, quien ejerce funciones como motorista en el Centro Judicial Integrado de Derecho Privado y Social, en la Coordinación General de la Corte Suprema de Justicia, utilizó en forma indebida los vehículos placas N- 1 3827 y N- 1 1 1 35 asignados a su persona, el primero durante el período comprendido de abril a diciembre de 2009 y el segundo, el día dieciocho de junio de 2010, transgrediendo con ello la prohibición ética de utilizar en forma indebida los bienes y patrimonio del Estado, contenida en la letra b) del artículo 6 de la LEO. 
2. Calificación jurídica. Es pertinente aclarar que la calificación juridica de los hechos objeto del procedimiento sancionador es una facultad de este Tribunal que en modo alguno se encuentra vinculada a la calificación propuesta por el denunciante, ni a la calificacjón provisional establecida hasta antes de esta decisión. Como lo sostiene Garberí Llobregat, "la calificación jurídica de los hechos es una facultad de la autoridad decisora". (El Procedimiento Administrativo Sancionador. Volumen 1, p. 395). Para establecer si los hechos probados encajan en la norma administrativa sancionadora aplicable al caso, es necesario elaborar el juicio de tipicidad. Previo al análisis de la tipicidad de las conductas sancionables, se aclara que el mismo se encuentra circunscrito a la referencia de la ética pública, según la competencia otorgada al Tribunal, pues al trascender de este límite habrá otros tipos de sanciones en otras áreas del ordenamiento jurídico que ya no son de su competencia. Cuando se habla de Ética pública se refiere sencillamente a la ética aplicada y puesta en práctica en los asuntos del Estado. Es una ética aplicada a los servidores públicos, es decir, a personas que ocupan un cargo o empleo público. La Ética pública se refiere, entonces, a las actuaciones realizadas por los servidores públicos en el cumplimiento de sus funciones y deberes. 
EN CUANTO A LA PROHIBICIÓN ÉTICA UTILIZAR EN FORMA INDEBIDA 

LOS BIENES Y PATRIMONIO DEL ESTADO, CONTENIDA EN LA LETRA H) DEL 

ARTÍCULO 6 DE LA LEG. El artículo 6 letra h) de la Ley de Ética Gubernamental contiene la prohibición ética de utilizar en forma indebida los bienes y patrimonio del Estado. 
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Órgano JudiciaJ y de la Corte Suprema de Justicia que versan sobre la utilización de los vehículos propiedad de la institución. En ese sentido, la Ley de Transporte Ten-estre, Tránsito y Seguridad Vial, en su artículo 26 señala que "Los vehículos del Estado, de uso administrativo general u operativo, son los destinados a las actividades regulares de cada órgano, ministerio, institución y al efecto, Los funcionarios respectivos llevarán un control especial de los mismos". De igual forrna, el mtículo 4 del Reglamento para Controlar el Uso de los Vehículos Nacionales de la Corte de Cuentas de la República, preceptúa en lo pertinente que: "Respecto de los vehículos clasificados de uso administrativo, general u operativo, la Corte verificará que exista la correspondiente autorización para su uso, ya sea en horas y días hábiles como no hábiles". Es una exigencia ética que los servidores públicos den un uso correcto a los bienes del Estado por cuanto éstos son los medios de los que se vale para auspiciar servicios públicos de calidad. Es así que el artículo 1 de la Ley de Ética Gubernamental tiene por objeto nonnar y promover el desempeño ético en la función pública; salvaguardar el patrimonio del Estado, prevenir, detectar y sancionar la corrupción de los servidores públicos que utilicen los cargos o empleos para eruiquecerse ilícitamente o cometer otros actos de corrupción. Además, dentro de las funciones y atribuciones del Tribunal de Ética Gubernamental se encuentra la de formular e implementar políticas para que los servidores públicos se esmeren en el uso racional de los recursos del Estado [letra g) del artículo 12 de la LEO]. En relación con lo anterior, el artículo 4 de las Políticas de Uso Racional de los Recursos del Estado o del Municipio, emitidas por este Tribunal, determina que "El patrimonio del Estado o del Municipio debe ser utilizado exclusivamente en el cumplimiento de los fines institucionales". Asimismo, el artículo 7 de la citada normativa prevé que los servidores públicos deben salvaguardar los recursos que les hayan sido asignados en razón de su cargo, los que han de ser utilizados debida y racionalmente, atendiendo a los fines para los que hayan sido destinados. El inciso segundo de la disposición invocada también establece que los recursos del Estado y del Municipio no deben ser utilizados para fines personales, particulares, políticos, ni para actividades de carácter proselitista. Adicionalmente, el artículo 31 de las Políticas en mención indica que "El uso de vehículos nacionales se deberá restringir al cumplimiento de misiones oficiales. Tales vehículos se deberán mantener en las instalaciones de su respectiva institución después de finalizar la jornada laboral". Siguiendo esa misma línea, el Instructivo para el Uso de Vehículos y Control de Combustible del Órgano Judicial y de la Corte Suprema de Justicia tiene como objetivo regular 
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Pero a pesar de ello, en el presente procedimiento se ha comprobado, con total certeza, la existencia de determinadas irregularidades por parte del servidor público denunciado en la utilización de vehículos pertenecientes a la Corte Suprema de Justicia. De conformidad con la documentación que consta en el expediente, se ha probado que en el período comprendido entre los meses de abril a diciembre de 2009 el vehículo placas N-13827, propiedad de la Corte Suprema de Justicia, se encontraba asignado al motorista Julio César Maraver para el desempeño de sus funciones. En igual sentido, se ha probado que el día 18 de junio de 2010 el vehículo placas N-11135, también perteneciente a la Corte Suprema de Justicia, se encontraba a cargo de ese mismo señor. Además, se ha evidenciado que en las fechas invocadas subsiste un desajuste entre las horas en que los vehículos placas N-13827 y N-11135 ingresaron a las instalaciones donde debían resguardarse, según consta en el reporte del señor Julio César Maravaer y los registros de los otros empleados que lo acompañaban en las misiones oficiales respectivas. A manera de ejemplo de la discrepancia de horarios existente entre el mgreso del vehículo placas N-13827 a las instalaciones de resguardo y la finalización de las misiones oficiales, pueden citarse los días 24 y 29 de abril, el 29 de mayo, el 5 de junio, el 24 de julio, el 4 de septiembre, el 29 de octubre, el 13 de noviembre y el 1 O de diciembre, todos del año 2009. Por supuesto, además se cita el día 18 de junio de 2010, fecha en la que el vehículo placas N-1 1 1 35 entró a las instalaciones de resguardo una hora cuarenta y cinco minutos después de la hora a la que debió ingresar. La prueba indica que en las fechas mencionadas el servidor público denunciado reportó el ingreso de los vehículos asignados a su persona, a las instalaciones donde debían resguardarse, mucho tiempo después de las horas de llegada registradas por el resto del personal que acudió a las misiones oficiales. Esto ha quedado evidenciado en las bitácoras completadas por el mismo denunciado. Los diccionarios jurídicos definen el término bitácora como aquel cuaderno o libro en el que el piloto de un buque asienta o registra los acontecimientos que tienen lugar durante la h·avesía de un buque (Guillermo Cabanellas de Torres "Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual ", José Alberto Garrone, "Diccionario Jurídico "). Pero el referido vocablo también se utiliza para designar los registros consignados por los conductores de cualquier medio de transporte, verbigracia los automóviles. Para el caso de los vehículos nacionales, la bitácora reviste una especial transcendencia en vista que en ella se plasman datos que evidencian la utilización idónea de los mismos, tales como kilómetros recorridos, hora de saJida y de regreso a la institución, etc. En las bitácoras de los vehículos placas N-13827 y N-111 35 correspondientes al lapso comprendido entre abril y diciembre de 2009 y al día 18 de junio de 201 O, respectivamente, el 
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Por lo anterior, y con base en la prueba presentada en el curso del procedimiento, se colige que el señor Julio César Maraver, quien ejerce funciones como motorista en el Centro Judicial Integrado de Derecho Privado y Social, en la Coordinación General de la Corte Suprema de Justicia, ha transgredido la prohibición ética de utilizar indebidamente los bienes y 

patrimonio del Estado, contenida en la letra h) del artículo 6 de la LEO, Tal situación se verificó mediante la secuencia y probanza de una serie de hechos que se enlazan entre sí de fonna congruente y lógica, y permiten llegar con certeza a tal conclusión. En esas circunstancias, la conducta del servidor público denunciado es reprochable por nuestra Ley de Ética Gubernamental. La eficiencia y eficacia en el uso racional de los recursos públicos cobra especial importancia, debido a que éstos contribuyen al cumplimiento de los fines de la Administración Pública, que es el bienestar general. 
En los mismos términos, el artículo III numeral l )  de la Convención Interamericana contra la Con-upción destaca la necesidad de que los Estados Parte apliquen medidas orientadas a prevenir y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. La Ética pública supone la enseñanza de un conjunto de conocimientos que deben convertirse en un hábito para el servidor público. No se trata sólo de transmitir ideas tan interesantes como la lealtad institucional, el principio de igualdad, la transparencia, el uso racional de los recursos, la promoción de los derechos fundamentales de los ciudadanos, sino más bien de hacer esas ideas efectivas en la realidad. El profesor Rodríguez-Arana Muñoz considera que si a alguien se puede exigir un plus especial de calidad humana es a los funcionarios públicos, pues gozan de una serie de potestades que no tiene el sector privado; y por otra, porque la gestión de intereses colectivos es una de las actividades más importantes del horizonte profesional (Rodríguez- Arana Muñoz, Jaime. Principios de Ética Pública ¿Corrupción o Servicio?, pág. 85 y 86). En el anterior sentido, la conducta del servidor público denunciado respecto del uso dado a los vehículos placas N-13827 y N-11135 resulta reprochable a la luz de la Ley de Ética Gubernamental. El uso correcto de los bienes del Estado está regido por normas del ordenamiento jurídico, cuya inobservancia conlleva una consecuencia perniciosa para el transgresor. Al respecto, el doctor Alejandro Nieto hace referencia al incumplimiento de normas en los siguientes términos: "el Ordenamiento Jurídico administrativo está integrado 

.fundamentalmente por mandatos y prohibiciones, cuyo incumplimiento lleva aparejada una 

sanción (en sentido amplio) ". Derecho Administrativo Sancionador, pág. 312. Siguiendo esta línea, el autor Joaquín de Fuentes Bardají y otros se refieren al incumplimiento de la siguiente forma: "para sancionar necesita la Administración que haya 
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